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La entrada en vigor de la Ley 12/2011 se pospone hasta que lo hagan los 
protocolos de modificación de los Convenios de París y Bruselas, ya que 
su contenido complementa el de dichos convenios.
Las modificaciones más significativas suponen una ampliación de los 
supuestos de daño nuclear, del ámbito geográfico de aplicación y del 
periodo de reclamación para los daños personales, lo que conlleva la 
elevación de los límites de cobertura hasta 1200 millones de euros. 
Contempla también la responsabilidad por daños producidos por 
materiales radiactivos, a cargo del titular de la instalación.

INTRODUCCIÓN

La responsabilidad civil general o 
subjetiva constituye la obligación le-
gal que tiene una persona de satis-
facer o reparar cualquier pérdida o 
daño causado injustamente a un ter-
cero, siempre que medie una acción u 
omisión dolosa o culpable. A media-
dos del siglo XX, como consecuencia 
del aumento de medios tecnológicos 
y su consiguiente aumento de riesgos, 
se comienza a desarrollar un princi-
pio de responsabilidad diferente, que 
prescinde del presupuesto de culpabi-
lidad y atribuye al que causa un daño 
la obligación de repararlo o indem-
nizarlo. Esto supone la objetivación 
de la obligación, que es la base de la 
responsabilidad objetiva, o respon-
sabilidad sin culpa, la cual, según la 
doctrina jurídica, se basa en razones 
de equidad (si una actividad lucrativa 
provoca ciertos daños, debe compen-
sarlos), y de índole práctica (evita a la 
víctima la carga de la prueba). 

No obstante, la responsabilidad ob-
jetiva necesita ser modulada ya que, 
de poner en práctica el principio de 
restitutio in integrum tendría como 
consecuencia la interferencia o para-
lización de las iniciativas y el espíritu 
de empresa, frenando con ello el de-
sarrollo industrial y tecnológico. Por 

estas causas se admite generalmente, 
si bien con algunas excepciones, que 
la objetivación de la responsabilidad 
acepte ciertos límites: casos de fuerza 
mayor, culpa o negligencia del perju-
dicado y, sobre todo, límites cuantita-
tivos y temporales. 

En cuanto a la responsabilidad por 
daños producidos por accidentes en 
la utilización de la energía nuclear, y 
dadas las características específicas 
de este tipo de energía (pocas esta-
dísticas sobre accidentes, gran poten-
cial de extensión de los daños y gran 
desembolso de capitales), desde el 
origen de su utilización se ha tenido 
que desarrollar unas normas específi-
cas para garantizar la rápida y eficaz 
reparación de los daños que pudie-
ran producirse. Este régimen especial 
conformó la base de las leyes nacio-
nales en la mayor parte de los países 
industrializados y fue acompañado 
de un esfuerzo para lograr una cierta 
uniformidad mediante la concerta-
ción de acuerdos internacionales, que 
facilitasen la interposición de deman-
das y la ejecución de las sentencias 
sin una excesiva obstaculización por 
parte de los ordenamientos jurídicos 
nacionales.

En el panorama internacional exis-
ten bastantes normas, con bastantes 
puntos en común entre ellas, si bien 

The entry into force of Law 12/2011 is postponed until the Protocols 
modifying the Paris and Brussels Conventions take effect, since their 
content complements that of the Conventions.
The most significant modifications are the extension of the suppositions 
of nuclear damage, the geographical scope of application and the time 
period for claiming personal damages, which is accompanied by higher 
coverage limits of up to 1,200 million euros. 
It also includes liability for damages caused by radioactive materials in the 
custody of the installation owner.
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destacamos por su importancia los 
dos regímenes que agrupan la mayor 
parte de países europeos: 
a) Por una parte se encuentra el régi-

men regulado por el Convenio de 
29 de julio de 1960 sobre la Respon-
sabilidad Civil en Materia de Ener-
gía Nuclear (Convenio de París), 
bajo los auspicios de la Agencia de 
Energía Nuclear de la Organización 
para la Cooperación y el Desarro-
llo Económico (NEA-OCDE), cuyas 
partes contratantes pertenecen a 
Europa occidental. A grandes ras-
gos, el aún vigente Convenio de 
París establece una responsabilidad 
del explotador de, al menos, 15 mi-
llones de Derechos Especiales de 
Giro1, si bien permite a los estados 
determinar una responsabilidad 
más alta, como de hecho tienen 
previsto la mayor parte de ellos. 
El Convenio de Bruselas establece 
una responsabilidad adicional a la 
del Convenio de París (figura 1), 
que se hará efectiva con cargo a 
fondos públicos, estableciendo tres 

1(DEG: unidad de cuenta del Fondo Mone-
tario Internacional, calculado diariamente 
en base a una cesta de monedas nacio-
nales: libra, euro, dólar y yen japonés. En 
junio de 2011, la conversión al euro era, 
aproximadamente: 1 DEG= 1,11€).
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Figura 1. 

tramos de financiación de las in-
demnizaciones: el primero sería a 
cargo del operador de la instala-
ción, el segundo a cargo de fondos 
públicos del estado donde se sitúa 
la instalación, y el tercero se liqui-
daría con cargo a fondos públicos 
del conjunto de los estados, me-
diante una fórmula de contribución 
preestablecida en base a la potencia 
instalada de cada estado y a su Pro-
ducto Nacional Bruto. 

El convenio complementario de 
Bruselas fue ratificado por los mis-
mos países, a excepción de Portu-
gal, Grecia y Turquía.

b) Por la otra parte existe el régimen 
tutelado por la Convención de 21 
de mayo de 1963, sobre Responsa-
bilidad Civil por Daños Nucleares, 
auspiciada por el Organismo In-
ternacional de la Energía Atómica 
(OIEA), conocido como Convención 
de Viena (figura 2), que establece 
unos límites cuantitativos mucho 
más reducidos.
Ambos convenios se basan en unos 

principios semejantes: responsabili-
dad objetiva o sin culpa, responsa-
bilidad exclusiva del operador de la 
instalación nuclear, limitación de las 
cantidades de responsabilidad de di-
cho operador, limitación de presen-

tación de reclamaciones en el tiempo 
y obligación de garantizar esta res-
ponsabilidad mediante una garantía 
financiera. 

Existe, además, un Protocolo Co-
mún relativo a la aplicación de la 
Convención de Viena y del Convenio 
de París, de 21 de septiembre de 1988, 
que pretende resolver el problema 
de qué convenio aplicar en caso de 
daños ocurridos en los países de uno 
u otro convenio cuando tienen fron-
teras comunes, o bien posibles efectos 
adversos de un accidente durante el 
transporte de materiales nucleares. 

SITUACIÓN EN ESPAÑA

España es parte del Convenio de París 
y de su complementario de Bruselas, 
sobre responsabilidad civil en mate-
ria de energía nuclear, cuyas últimas 
modificaciones tuvieron lugar en fe-
brero de 2004, aunque cabe decir que 
aún no han entrado en vigor. Durante 
la elaboración de estos protocolos se 
presentó un conflicto de competen-
cias con la Unión Europea, sobre su 
competencia exclusiva en materia de 
designación de tribunales, aspecto al 
que se refiere el artículo 13 del Conve-
nio de París, por lo que, para que los 
países de la Unión Europea pudieran 
ratificar las modificaciones, el Conse-

jo de la Unión Europea tomó una De-
cisión, con fecha 8 de marzo de 2004, 
por la que se autorizó a dichos esta-
dos miembros a ratificar, en interés 
de la Comunidad Europea, el proto-
colo por el que se modifica dicho con-
venio. En el artículo 2 de la Decisión 
citada se encomendaba a los estados 
miembros tomar las medidas necesa-
rias para depositar simultáneamente 
los instrumentos de ratificación del 
protocolo en un plazo razonable. 

Dicho plazo, que inicialmente se 
estimó para finales del año 2006, se 
ha ido alargando por los problemas 
de índole práctica que se han presen-
tado a efectos de lograr las cobertu-
ras adecuadas para la responsabili-
dad del operador. Actualmente, los 
países de la Unión Europea están en 
situación de depositar el instrumento 
de ratificación, con la excepción de 
algunos, que se encuentran en fase 
de tramitación de sus leyes naciona-
les, necesarias para la aplicación de 
los protocolos. En el caso de España, 
los protocolos fueron ratificados por 
las Cortes en noviembre de 2005, si 
bien aún no se ha podido depositar el 
instrumento de ratificación del Proto-
colo de París por el mandato europeo 
de depositar simultáneamente todos 
los países miembros.

Figura 1: países que son parte contratante del denominado Conve-
nio de París, de 1960.

Figura 2. Como puede apreciarse, la mayor parte de los países de 
Europa del Este son partes contratantes de esta convención, que, ade-
más, ha sido ratificada por numerosos países de otros continentes.
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Entre las modificaciones significa-
tivas que incluyen estos protocolos 
de enmienda, además de incrementar 
sustancialmente las compensaciones 
por accidente hasta un mínimo de 700 
millones de euros (cambiando tam-
bién la moneda), destaca la extensión 
del concepto de daño nuclear para 
incluir en él a toda pérdida económi-
ca derivada de los daños a personas 
y bienes, a las medidas de restaura-
ción del medio ambiente degradado, 
al lucro cesante y al coste de las me-
didas preventivas y cualquier pérdida 
o daño causado por tales medidas. 
Asimismo se extiende el periodo de 
reclamación de daños personales has-
ta 30 años.

El marco normativo español aún 
vigente, en relación con la responsa-
bilidad civil por daños nucleares, es 
el establecido por los capítulos VII, 
VIII, IX y X de la Ley 25/1964, de 29 
de abril, de Energía Nuclear (LEN), y 
por el Decreto 2177/1967, por el que 
se aprueba el Reglamento sobre co-
bertura de riesgos nucleares, cuyos 
preceptos han sido modificados en 
algunas ocasiones, fundamentalmen-
te para actualizar las cuantías de res-
ponsabilidad del operador. La última 
modificación data de 2007, cuando 
una disposición adicional de la Ley 
del Sector Eléctrico elevó la cuantía 
de responsabilidad del operador a 700 
millones de euros.

Con el fin de adaptar el marco le-
gislativo español a los protocolos 
de 2004, con fecha 27 de mayo se 
ha aprobado la Ley 12/2011, sobre 
responsabilidad civil por daños nu-
cleares o producidos por materiales 
radiactivos, que deroga los capítulos 
correspondientes de la Ley 25/1964 
sobre Energía Nuclear, si bien su en-
trada en vigor está aplazada hasta que 
hayan entrado en vigor los protocolos 
de 2004. Cabe indicar también que, si 
bien anteriormente se había plantea-
do la responsabilidad civil como una 
parte de la LEN, en este caso se ha op-
tado por regular esta materia de una 
forma independiente, ya que supone 
un ámbito específico y distinto de 
la normativa habitual que regula el 
régimen general de funcionamiento 
de las instalaciones nucleares y ra-
diactivas desde el punto de vista de 
la seguridad nuclear y la protección 
radiológica. 

NOVEDADES QUE INCORPORA LA 
LEY 12/2011

La Ley 12/2011 ha tenido en cuenta 
que los preceptos de los Convenios de 
París y Bruselas son de aplicación di-
recta, dado que, en aplicación del artí-
culo 96 de la Constitución Española, y 

habiendo sido los protocolos de 2004 
válidamente ratificados en noviembre 
de 2005, una vez sean publicados en 
el Boletín Oficial del Estado, forma-
rán parte del ordenamiento jurídico 
interno como leyes de rango superior. 
Por lo tanto, la Ley únicamente desa-
rrolla aquellos preceptos en los que 
el Convenio de París otorga margen 
a los estados para concretar algunos 
aspectos. Por consiguiente, la nueva 
regulación de la responsabilidad civil 
en nuestro país se basará, cuando en-
tren en vigor los protocolos de modi-
ficación de los convenios de 2004, en 
el texto consolidado de dichos conve-
nios y en el texto de la Ley.

De entre las modificaciones más 
significativas en relación con la situa-
ción actual, destacamos:

Daño nuclear. Entre la definición 
de “daño nuclear” contenida en la 
LEN (incluidas las últimas modifi-
caciones de 2007, aunque algunas no 
llegasen a entrar en vigor) y la que 
contempla el protocolo de modifica-
ción del Convenio de París existen 
diferencias, ya que este último inclu-
ye bastantes categorías de daños que 
no figuraban en el artículo 2.16 de la 
LEN: daño al medio ambiente, lucro 
cesante, medidas reparadoras, y me-
didas preventivas, siempre y cuando 
los daños se deban a las propiedades 
radiactivas de las sustancias nuclea-
res, o cuando los daños no nucleares 
no puedan ser separados de los nu-
cleares.

Regulación de los accidentes du-
rante el transporte nuclear. El artí-
culo 7 de la Ley remite directamente 
a los preceptos del convenio de París 
modificado, en el cual se despliega 
toda la casuística relativa a la respon-
sabilidad por daños ocurridos du-
rante los transportes de material nu-
clear. Los únicos detalles sobre los 
que nuestra Ley se pronuncia son el 
caso de un transporte hacia o des-
de terceros países, donde siempre re-
sulta responsable el operador de la 
instalación situada en España, o la 
posibilidad que ofrece el convenio de 
que el transportista pueda ser consi-
derado responsable en sustitución del 
explotador de la instalación, condicio-
nándola a que sea autorizada la sus-
titución por la autoridad competente 
y se cuente con el acuerdo del titular 
de la instalación. Asimismo, el trans-
portista debe acreditar que dispone 
de la garantía financiera requerida 
por la Ley.

Límite cuantitativo. los límites 
cuantitativos que se han establecido 
en la Ley vienen determinados por la 
aplicación de los convenios: 
• El Convenio de París establece un 

mínimo de 700 millones de euros, 

que pudiera ser reducido a un mí-
nimo de 70 millones de euros para 
instalaciones que, por su bajo ries-
go, no sean susceptibles de causar 
grandes daños, y de 80 millones 
de euros para los transportes de 
material nuclear. Con base en lo 
anterior, la Ley establece que el 
Ministerio de Industria, Turismo, 
y Comercio, previo informe del 
Consejo de Seguridad Nuclear, de-
terminará la cantidad adecuada a 
cada situación, en consideración 
a la naturaleza de la actividad o 
instalación. 

• Por otra parte, el Convenio de Bru-
selas establece tres tramos de fi-
nanciación de las indemnizaciones 
debidas a accidentes nucleares: el 
primer tramo abarca hasta un mí-
nimo de los 700 millones de euros 
establecidos por el Convenio de Pa-
rís, o la cantidad indicada como 
responsabilidad del operador por 
el Estado, el segundo tramo abarca 
desde la cantidad fijada en el pri-
mer tramo hasta 1200 millones de 
euros (de este tramo se haría cargo 
el estado parte de la instalación, 
como se ha indicado al describir el 
convenio), y el tercer tramo (que 
sería de responsabilidad conjun-
ta de todos los estados parte del 
Convenio de Bruselas) hasta una 
cantidad total de 1500 millones de 
euros.
En la Ley se establece entonces, un 

límite de responsabilidad del explota-
dor de 1200 millones de euros, con lo 
que se cubre el primer y segundo tra-
mo de responsabilidad del Convenio 
de Bruselas, quedando únicamente el 
Estado como responsable de su parte 
alícuota del tercer tramo del mismo.

Periodo de reclamación. En esta 
materia la Ley sigue lo dispuesto en 
el Convenio de París, que establece 
un periodo general para presentar las 
acciones de reclamación, de 30 años 
a partir del momento del accidente 
para el caso de muerte o daños per-
sonales, y de 10 años para las demás 
categorías de daños. Dentro del plazo 
general el Convenio establece la posi-
bilidad de establecer un plazo de tres 
años para que las víctimas presenten 
la reclamación, a contar desde que el 
perjudicado tuvo conocimiento del 
daño producido y del responsable de 
ello, o debió tener razonablemente es-
te conocimiento. Con ello se pretende 
agilizar la tramitación de las recla-
maciones para que las reparaciones 
tengan lugar en el plazo más breve 
posible.

Asimismo, en la Ley 12/2011 se ha 
establecido un régimen de prelación 
durante un plazo de tres años desde 
el momento del accidente, en el que 
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todas las reclamaciones presentadas 
(que se estima serán la parte más im-
portante en número) seguirán el si-
guiente orden: primero se atenderán 
las reclamaciones que versen sobre 
daños personales, haciendo referen-
cia a su cuantificación mediante los 
baremos utilizados por la legislación 
para accidentes de circulación, por 
considerar que su valoración es la 
más ajustada a los fines de la Ley. En 
segundo lugar se indemnizarán las 
reclamaciones debidas a los daños al 
medioambiente, incluyendo los costes 
de las medidas de reparación, los cau-
sados por las medidas preventivas, 
o los posibles daños producidos por 
estas medidas. Finalmente se pagarán 
las indemnizaciones por daños a los 
bienes, el lucro cesante debido a los 
daños a bienes y personas, y aquel lu-
cro cesante directamente relacionado 
con un uso o disfrute del medioam-
biente degradado.

Pasado este periodo inicial de tres 
años, las reclamaciones se atenderán 
sin distinción entre ellas. En el supues-
to de que las indemnizaciones supe-
rasen los límites cuantitativos estable-
cidos en la Ley, el Estado garantiza la 
reparación de los daños personales y 
muerte dentro del territorio nacional.

Garantía financiera. La Ley 12/2011 
contempla varias opciones para que el 

titular de la instalación pueda garanti-
zar la responsabilidad otorgada, de las 
cuales la más utilizada habitualmente 
es la póliza de seguro. En relación con 
este tipo de garantía, la Ley contem-
pla una modificación del Estatuto del 
Consorcio de Compensación de Se-
guros para que, además de la función 
que ya tenía como reasegurador del 
mercado, ahora pueda actuar como 
co-asegurador, junto con las entidades 
de seguros, para aquellas categorías 
de daños que puedan ser aseguradas 
como concepto, pero cuya cobertura 
no alcance los límites establecidos en 
la Ley, bien sean de tipo monetario o 
del periodo de prescripción. 

Procedimiento de reclamación.
Puesto que este es uno de los detalles 
que el Convenio de París deja a la re-
gulación del ordenamiento jurídico 
nacional, en la Ley 12/2011 se establece 
que las reclamaciones se presentarán 
siguiendo el procedimiento general 
habitual en este tipo de reclamaciones, 
que es el establecido en la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

Daños producidos por materiales 
radiactivos. Finalmente, la Ley de-
dica su segundo y último titulo a la 
“Responsabilidad civil por daños pro-
ducidos en accidentes que involucren 
materiales radiactivos que no sean 
sustancias nucleares”, la cual no está 

regulada por el Convenio de París. 
Se establece una responsabilidad se-
mejante a la producida por daños nu-
cleares, del tipo objetiva y exclusiva 
del titular de la instalación, y limita-
da en su cuantía hasta las cantidades 
establecidas en el anexo de la Ley, cla-
sificadas según el tipo de materiales 
y en función de su actividad. Asimis-
mo, el resto de las particularidades 
de esta responsabilidad se regula de 
forma semejante a la producida por 
los daños nucleares.

Como dato diferencial cabe indi-
car que la cobertura de riesgos por 
daños ambientales habrá de regirse 
por la legislación vigente en materia 
de responsabilidad medioambiental. 
A tal efecto, y siguiendo la normativa 
vigente, que es la contenida en la Ley 
26/2007, de 23 de octubre, de Respon-
sabilidad Medioambiental, el Minis-
terio de Industria, Turismo y Comer-
cio, previos informes del Ministerio 
de Medio Ambiente, y Medio Rural 
y Marino y del Consejo de Seguridad 
Nuclear, determinará, según la inten-
sidad o gravedad del daño medioam-
biental que pudiera producirse como 
consecuencia de un accidente en el 
que intervengan dichos materiales, 
la cuantía mínima que deberá quedar 
garantizada por el explotador para 
responder de dichos daños. 
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